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 BOE 01/03/2022 núm. 51 

CONSUMIDORES Y USUARIOS. Ley 4/2022, de 25 de febrero, de protección de los consumidores 

y usuarios frente a situaciones de vulnerabilidad social y económica. 

Entrada en vigor.  

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «BOE», a excepción del apartado 

diez del artículo primero, de modificación de la letra b) del artículo 80 1 del texto refundido de la Ley General 

para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, que entrará en vigor en el 

plazo de tres meses desde su publicación. 

La Ley afecta a: 

PERSONAS VULNERABLES 

→ Se incluye la definición de persona vulnerable como "aquellas personas físicas que, de forma 

individual o colectiva, por sus características, necesidades o circunstancias personales, económicas, 

educativas o sociales, se encuentran, aunque sea territorial, sectorial o temporalmente, en u na 

especial situación de subordinación, indefensión o desprotección que les impide el ejercicio de sus 

derechos como personas consumidoras en condiciones de igualdad".  

Regula los colectivos que pueden encontrarse en una especial situación de vulnerabilidad  en las 

relaciones comerciales entre personas consumidoras y empresarios en España.  

Personas vulnerables: 

• Las personas mayores 

• Las familias monoparentales 

• Los niños, niñas y adolescentes 

• Las personas con discapacidad 

• Contempla otros factores: nivel de renta, nivel formativo y cultural, lugar de residencia 

• Las personas con bajo nivel de digitalización 

→ Se prestará especial atención a estos colectivos 

→ Se adecuará el etiquetado a estos colectivos 

→ Se adecúan las prácticas comerciales 

→ Se adecúa el relativo a la información necesaria en la oferta comercial 

→ El Gobierno, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, desarrollará 

reglamentariamente un etiquetado en alfabeto braille 

→ las disposiciones adicionales segunda y tercera se centran en la atención bancaria de los 

consumidores. De esta forma, se establece que el Gobierno promoverá en el plazo de tres meses 

desde la entrada en vigor de la presente ley, las modificaciones legislat ivas necesarias para garantizar 

la atención personalizada en los servicios de pagos a los consumidores y usuarios en situación de 

vulnerabilidad que lo demanden, sin discriminación motivada por brecha digital.  

DESAHUCIOS: 

→ Modificación del artículo 1 bis del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 

medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID -19. 

(DF 3ª) 

 
1 El artículo 80 se refiere a los requisitos de las cláusulas no negociadas individualmente, sobre la legibilidad de la 

letra (tamaño y espaciado).  

https://www.boe.es/boe/dias/2022/03/01/pdfs/BOE-A-2022-3198.pdf
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Artículo 1 bis. Suspensión hasta el 30 de septiembre 
de 2022 del procedimiento de desahucio y de los 
lanzamientos para personas económicamente 
vulnerables sin alternativa habitacional en los 
supuestos de los apartados 2.º, 4.º y 7.º del artículo 
250.1 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, y en aquellos otros en los que el 
desahucio traiga causa de un procedimiento penal. 

Artículo 1 bis. Suspensión hasta el 28 de febrero de 
2022 del procedimiento de desahucio y de los 
lanzamientos para personas económicamente 
vulnerables sin alternativa habitacional en los 
supuestos de los apartados 2.º, 4.º y 7.º del artículo 
250.1 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, y en aquellos otros en los que el 
desahucio traiga causa de un procedimiento penal.  

 

1. Desde la entrada en vigor del presente real 
decreto-ley y hasta el 30 de septiembre de 2022, en 
todos los juicios verbales en los que se sustancien las 
demandas a las que se refieren los apartados 2.º, 4.º 
y 7.º del artículo 250.1 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, y en aquellos otros 
procesos penales en los que se sustancie el 
lanzamiento de la vivienda habitual de aquellas 
personas que la estén habitando sin ningún título 
habilitante para ello, el Juez tendrá la facultad de 
suspender el lanzamiento hasta el 30 de septiembre 
de 2022. 

Estas medidas de suspensión que se establecen con 
carácter extraordinario y temporal, dejarán de surtir 
efecto en todo caso el 30 de septiembre de 2022. 

1. Desde la entrada en vigor del presente real 
decreto-ley y hasta el 28 de febrero de 2022, en todos 
los juicios verbales en los que se sustancien las 
demandas a las que se refieren los apartados 2.º, 4.º y 
7.º del artículo 250.1 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
de Enjuiciamiento Civil, y en aquellos otros procesos 
penales en los que se sustancie el lanzamiento de la 
vivienda habitual de aquellas personas que la estén 
habitando sin ningún título habilitante para ello, el Juez 
tendrá la facultad de suspender el lanzamiento hasta el 
28 de febrero de 2022. 

Estas medidas de suspensión que se establecen con 
carácter extraordinario y temporal, dejarán de surtir 
efecto en todo caso el 28 de febrero de 2022.» 

 

BONIFICACIONES PORTUARIAS: 

→ se modifica el anexo XII. Bonificaciones Portuarias, de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de 

Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, con la finalidad de subsanar determinados 

errores de omisión en los cuadros de diferentes autoridades portuarias y sus correspondientes  textos 

al pie, porque sin dichas modificaciones no sería posible una correcta liquidación de las tasas 

portuarias para el ejercicio 2021  

 

 BOB 01.03.2022 núm. 41 

BIZKAIA. MODELO 179. ORDEN FORAL 369/2022, de 18 de febrero, del diputado foral de 

Hacienda y Finanzas, por la que se aprueba el modelo 179, «Declaración Informativa de la cesión 

de viviendas para uso turístico» y se establecen las condiciones y el procedimiento para su 

presentación. 

se aprueba el modelo 179 «Declaración informativa de la cesión de viviendas para uso turístico», junto 

con los correspondientes campos de registro y especificaciones funcionales a través de los cuales se 

normaliza la información a suministrar.  

La información a suministrar en el modelo 179 comprende:  

a) Identificación del o de la titular o titulares de la vivienda, del o de la titular del derecho en virtud del 

cual se cede la vivienda (si es distinto del o de la titular de la vivienda) y de las personas o entidades 

cesionarias.  

b) Identificación del inmueble (dirección completa) con especificación de la referencia catastral o 

número fijo, en el caso de que la tuvieran asignada.  

c) Número de días de disfrute de la vivienda para uso turístico.  

https://www.bizkaia.eus/lehendakaritza/Bao_bob/2022/03/01/I-167_cas.pdf
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d) Importe percibido, en su caso, por el titular cedente de la vivienda para uso turístico.  

e) Número de contrato en virtud del cual el declarante intermedia en la cesión de la vivienda para uso 

turístico.  

f) Fecha de inicio de la cesión de la vivienda para uso turístico.  

g) Fecha de intermediación en la operación.  

h) Identificación del medio de pago utilizado (transferencia, tarjeta de crédito o débito u otro medio 

de pago). 

La información contenida en las letras e), g) y h) anteriores tiene carácter opcional, al objeto de 

transparentar la operación relativa a la cesión del inmueble, lo que evita potenciales requerimientos 

de información por parte de la Administración tributaria dirigidos al conocimiento de dichos 

elementos relativos a la cesión de estos inmuebles.  

Por su parte, el modelo 179 tiene una periodicidad trimestral, debiendo presentarse durante el mes 

natural siguiente a la finalización de cada trimestre natural.  

 BOB 01.03.2022 núm. 41 

BIZKAIA. TRIBUTO SOBRE EL JUEGO. ORDEN FORAL 370 /2022, de 18 de febrero, del diputado 

foral de Hacienda y Finanzas, por la que se desarrolla el régimen de autoliquidación y pago del 

Tributo sobre el Juego mediante la explotación de máquinas o aparatos automáticos, y del recargo 

que recae sobre el mismo, aplicable a partir del 1 de enero de 2022, y mientras sigan en vigor las 

medidas urgentes adoptadas en el sector del juego para hacer frente al impacto de la COVID-19. 

 

  

https://www.bizkaia.eus/lehendakaritza/Bao_bob/2022/03/01/I-168_cas.pdf
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 Consulta de la DGT 

IVA. Autónomo que vende su vivienda habitual en la que destina el 30% de la misma a su actividad 

profesional. No podrá deducirse el IVA de la factura del API que ha intermediado en la venta del 

inmueble. 
 

RESUMEN: no resulta deducible en cuantía alguna, dado que dicho servicio no está afecto 

directo y exclusivamente a la actividad profesional del consultante, ni constituye la 

contraprestación por la adquisición, importación, arrendamiento o cesión de uso de un bien de 

inversión 

Fecha: 17/12/2021 

Fuente: web de la AEAT 

Enlaces: Consulta V3128-21 de 17/12/2021 

 

HECHOS: 

El consultante es un autónomo cuya vivienda habitual está en un 30 por ciento afecta a su actividad 

profesional. Ha vendido el mencionado inmueble, para cuya gestión ha contratado a una agencia inmobiliaria, 

la cual le ha emitido la correspondiente factura con el desglose de los servicios prestados.  

PREGUNTA: 

Deducibilidad de las cuotas del Impuesto sobre el Valor Añadido relacionadas con el citado servicio prestado 

por la agencia en la proporción correspondiente a la parte del inmueble donde desarrollaba su actividad 

profesional. 

CONTESTACIÓN: 

La cuota del Impuesto soportada como consecuencia del servicio de intermediación prestado por la agencia 

inmobiliaria al consultante en la venta de la que era su vivienda habitual no resulta deducible en cuantía alguna, 

dado que dicho servicio no está afecto directo y exclusivamente a la actividad profesional del consultante, ni 

constituye la contraprestación por la adquisición, importación, arrendamiento o cesión de uso de un bien de 

inversión.  

https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V3128-21
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 Consulta de la DGT 

IRPF.  INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO. La antigüedad para la indemnización por despido puede 

determinarse por todo el tiempo trabajado en las empresas del mismo grupo. 
 

RESUMEN: la indemnización por despido exenta se regula conforme a la normativa laboral y 

esta determina que para empresas del mismo grupo la antigüedad se calcula por todo el tiempo 

trabajado dentro del grupo 

Fecha: 09/12/2021 

Fuente: web de la AEAT 

Enlaces: Consulta V3078-21 de 09/12/2021 

 

HECHOS: 

La consultante prestó sus servicios para unas empresas integrantes del mismo grupo desde julio de 2011 

hasta febrero de 2020 en que fue despedida por causas objetivas al amparo de lo establecido en el artículo 

52 c) del Estatuto de los Trabajadores, percibiendo una indemnización superior a la legalmente establecida.  

PREGUNTA: 

Tratamiento fiscal por el IRPF de la indemnización por despido individual por causas objetivas percibida por 

la consultante que prestó sus servicios a empresas del mismo grupo empresarial.  Antigüedad computable 

La DGT: 

El artículo 7 e) de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del LIRPF, dispone que estarán exentas: 
“Las indemnizaciones por despido o cese del trabajador, en la cuantía establecida con carácter obligatorio en el Estatuto de los 
Trabajadores, en su normativa de desarrollo o, en su caso, en la normativa reguladora de la ejecución de sentencias, sin que 
pueda considerarse como tal la establecida en virtud de convenio, pacto o contrato. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, en los supuestos de despidos colectivos realizados de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 51 del Estatuto de los Trabajadores, o producidos por las causas previstas en la letra c) del artículo 52 
del citado Estatuto, siempre que, en ambos casos, se deban a causas económicas, técnicas, organizativas, de producción o por 
fuerza mayor, quedará exenta la parte de indemnización percibida que no supere los límites establecidos con carácter 
obligatorio en el mencionado Estatuto para el despido improcedente. 
El importe de la indemnización exenta a que se refiere esta letra tendrá como límite la cantidad de 180.000 euros.” 

En relación con el importe de la indemnización por despido, en el caso de un despido improcedente, el artículo 

56.1 del ET, establece una indemnización de treinta y tres días de salario por año de servicio, prorrateándose por 

meses los períodos de tiempo inferiores a un año, hasta un máximo de veinticuatro mensualidades. 

No obstante, en relación con las indemnizaciones por despido improcedente, la disposición transitoria undécima 

del ET preceptúa que: 

“1. La indemnización por despido prevista en el artículo 56.1 será de aplicación a los contratos suscritos a partir del 12 de febrero 
de 2012. 
2. La indemnización por despido improcedente de los contratos formalizados con anterioridad al 12 de febrero de 2012 se 
calculará a razón de cuarenta y cinco días de salario por año de servicio por el tiempo de prestación de servicios anterior a dicha 
fecha, prorrateándose por meses los periodos de tiempo inferiores a un año, y a razón de treinta y tres días de salario por año 
de servicio por el tiempo de prestación de servicios posterior, prorrateándose igualmente por meses los periodos de tiempo 
inferiores a un año. El importe indemnizatorio resultante no podrá ser superior a setecientos veinte días de salario, salvo que 
del cálculo de la indemnización por el periodo anterior al 12 de febrero de 2012 resultase un número de días superior, en cuyo 
caso se aplicará este como importe indemnizatorio máximo, sin que dicho importe pueda ser superior a cuarenta y dos 
mensualidades, en ningún caso. 
3. A efectos de indemnización por extinción por causas objetivas, los contratos de fomento de la contratación indefinida 

celebrados con anterioridad al 12 de febrero de 2012 continuarán rigiéndose por la normativa a cuyo amparo se concertaron. 

En caso de despido disciplinario, la indemnización por despido improcedente se calculará conforme a lo dispuesto en el 

apartado 2.”. 

En consecuencia, la indemnización satisfecha a la consultante por despido individual por causas objetivas estará 

exenta del Impuesto con el límite del menor de: 

https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V3078-21
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- la cuantía establecida con carácter obligatorio en el Estatuto de los Trabajadores para el despido improcedente 

(33 días por año de servicio con un máximo de veinticuatro mensualidades, según la redacción del artículo 56.1 del 

ET, aplicable a los contratos suscritos a partir de 12 de febrero de 2012, y, para contratos formalizados con 

anterioridad a dicha fecha, los límites previstos en la citada disposición transitoria undécima del ET); 

- la cantidad de 180.000 euros. 

En relación con la antigüedad del trabajador, es doctrina reiterada de este Centro Directivo, que a efectos del 

cálculo de la indemnización exenta el número de años de servicio serán aquellos que, de no mediar acuerdo, 

individual o colectivo, se tendrían en consideración para el cálculo de la indemnización; es decir, que el importe 

exento habrá de calcularse teniendo en cuenta el número de años de servicio en la empresa en la que se produce 

el despido, y no la antigüedad reconocida en virtud de pacto o contrato, individual o colectivo. 

En este sentido debe recordarse que una cosa es la antigüedad y otra distinta es el número de años de servicio a 

los que se refiere el artículo 56.1 del Estatuto de los Trabajadores, como reiteradamente ha señalado el Tribunal 

Supremo, pudiendo citarse, entre otras, la sentencia de 21 de marzo de 2000 donde se señala de forma expresa 

que “el tiempo de servicio que debe computarse a efectos del cálculo de la indemnización por despido 

improcedente guarda relación con el de trabajo realizado, de modo que la antigüedad reconocida fuera de este 

módulo, solamente incide en el cálculo de la indemnización por despido, cuando fuera así expresamente 

reconocida por pacto individual o en el orden normativo aplicable”. 

Debe matizarse que aún en el caso a que se refiere esta sentencia, que se reconozca con pacto individual o 

colectivo, o por la normativa aplicable, una determinada antigüedad a efectos de indemnización por despido, la 

exención sólo alcanzaría al número de años de servicio efectivamente prestados al mismo empleador, no 

aplicándose la misma al resto de la indemnización. 

Expuesto lo anterior, en relación al tiempo trabajado a efectos del cálculo de la indemnización a satisfacer, debe 

tenerse en cuenta que en el caso de sucesión de empresas regulado en el artículo 44 del Estatuto de los 

Trabajadores, de acuerdo con la doctrina del Tribunal Supremo –entre otros puede citarse la sentencia de 16 de 

marzo de 1999-, en los casos de subrogación, legal o convencional, en la posición del empresario, para determinar 

el número de años de servicio debe computar no sólo lo trabajado para la nueva empresa, sino también para la 

antigua. 

Adicionalmente debe abordarse el tratamiento de las indemnizaciones por despido en el marco de los grupos de 

empresas en el ámbito de las relaciones laborales, que han sido configurados por el Tribunal Supremo en torno a 

una serie de requisitos, destacando entre otros:  

1) el funcionamiento integrado o unitario de las organizaciones de trabajo de las empresas del grupo;  

2) la prestación de trabajo indistinta o común, simultánea o sucesiva, a favor de varios empresarios…etc. 

Como se ha señalado con anterioridad, la cuantía de la exención depende de un dato objetivo: que su importe sea, 

estrictamente, aquél al que tendría derecho el contribuyente en ausencia de todo pacto o convenio, individual o 

colectivo. 

En consecuencia, cuando estamos en presencia de indemnizaciones satisfechas por el empleador en el seno de un 

grupo de empresas desde la óptica laboral, igualmente deberá cuantificarse la indemnización obligatoria de 

acuerdo con el Estatuto de los Trabajadores. 

En estos casos, al igual que en los anteriores, la indemnización exenta en el IRPF dependerá del número de años 

de servicio que deban tenerse en cuenta: los prestados en la última empresa del grupo en la que el contribuyente 

ha prestado sus servicios o los prestados en el seno del grupo. 

La jurisprudencia del Tribunal Supremo al configurar la doctrina de los grupos de empresas en las relaciones 

laborales, parte del entendimiento de que estamos en presencia de un único empleador, y en estas ocasiones el 

número de años de servicio a considerar son los trabajados para el grupo, en cuanto empleador, por lo que la 

cuantía de la indemnización exenta en el IRPF se calculará teniendo en cuenta esta variable. 
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Ahora bien, en el presente caso en el que la concreción del número de años de servicios, y por tanto, la cuantía de 

la indemnización por despido obligatoria se encuentra pendiente de una resolución judicial, al haberse presentado 

la correspondiente demanda por el trabajador, resulta imprescindible esperar a la obtención del oportuno 

pronunciamiento judicial sobre tal extremo, al limitarse la exención al importe de la indemnización obligatoria con 

arreglo al Estatuto de los Trabajadores. 

Si la indemnización satisfecha, por extinción de la relación laboral en los términos antes expuestos, excede de la 

cuantía que resultaría de aplicar los criterios anteriores, el exceso estará sujeto y no exento, pudiendo resultar de 

aplicación del porcentaje de reducción del 30 por 100 previsto en el artículo 18.2 a) de la LIRPF, que establece: 

“El 30 por ciento de reducción, en el caso de rendimientos íntegros distintos de los previstos en el artículo 17.2. a) de 
esta Ley que tengan un período de generación superior a dos años, así como aquellos que se califiquen 
reglamentariamente como obtenidos de forma notoriamente irregular en el tiempo, cuando, en ambos casos, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el párrafo siguiente, se imputen en un único período impositivo. 
Tratándose de rendimientos derivados de la extinción de una relación laboral, común o especial, se considerará como 
período de generación el número de años de servicio del trabajador. En caso de que estos rendimientos se cobren de 
forma fraccionada, el cómputo del período de generación deberá tener en cuenta el número de años de 
fraccionamiento, en los términos que reglamentariamente se establezcan. Estos rendimientos no se tendrán en cuenta 
a efectos de lo establecido en el párrafo siguiente. 
No obstante, esta reducción no resultará de aplicación a los rendimientos que tengan un período de generación 
superior a dos años cuando, en el plazo de los cinco períodos impositivos anteriores a aquél en el que resulten 
exigibles, el contribuyente hubiera obtenido otros rendimientos con período de generación superior a dos años, a los 
que hubiera aplicado la reducción prevista en este apartado. 
La cuantía del rendimiento íntegro a que se refiere este apartado sobre la que se aplicará la citada reducción no podrá 
superar el importe de 300.000 euros anuales. 
Sin perjuicio del límite previsto en el párrafo anterior, en el caso de rendimientos del trabajo cuya cuantía esté 
comprendida entre 700.000,01 euros y 1.000.000 de euros y deriven de la extinción de la relación laboral, común o 
especial, o de la relación mercantil a que se refiere el artículo 17.2 e) de esta Ley, o de ambas, la cuantía del rendimiento 
sobre la que se aplicará la reducción no podrá superar el importe que resulte de minorar 300.000 euros en la diferencia 
entre la cuantía del rendimiento y 700.000 euros. 
Cuando la cuantía de tales rendimientos fuera igual o superior a 1.000.000 de euros, la cuantía de los rendimientos 
sobre la que se aplicará la reducción del 30 por ciento será cero. 
A estos efectos, la cuantía total del rendimiento del trabajo a computar vendrá determinada por la suma aritmética de 
los rendimientos del trabajo anteriormente indicados procedentes de la propia empresa o de otras empresas del 
grupo de sociedades en las que concurran las circunstancias previstas en el artículo 42 del Código de Comercio, con 
independencia del período impositivo al que se impute cada rendimiento.” 
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 Sentencia de interés 

LGT. Recargo por declaración extemporánea de la deuda tributaria. Jurisprudencia sobre el 

concepto legal de requerimiento cuando se refiere a la declaración no requerida formalmente, pero 

sí inducida por la comprobación que afecte a periodos o tributos conexos o relacionados, siempre 

que, al menos, se hubiera extendido ya el acta en el expediente relativo a esos periodos anteriores 

o conceptos interdependientes, extremo que no nos consta por falta de indicación de la parte 

recurrente 
RESUMEN: cuestión ya resuelta por el TS: el concepto de requerimiento previo ha de entenderse 

en sentido amplio. Es posible excluir el recargo por presentación extemporánea previsto en el 

artículo 27 LGT cuando, a pesar de no mediar requerimiento previo en sentido estricto, la 

presentación extemporánea de la autoliquidación puede haber sido inducida por el 

conocimiento de hechos relevantes reflejados en un Acta de conformidad relativa a un 

determinado ejercicio de un Impuesto 

Fecha: 15/02/2022 

Fuente: web del Poder Judicial 

Enlaces: sentencia del TS de 15 de febrero de 2022 

La sección primera de esta Sala admitió el recurso de casación en auto de 14 de julio de 2021, que aprecia 

que se da el interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia, enunciada en estos literales 

términos:  

"[...] Determinar si es posible excluir el recargo por presentación extemporánea del artículo 27 LGT cuando, a 

pesar de no mediar requerimiento previo en sentido propio, la presentación de la autoliquidación puede haber 

sido inducida o impulsada por el conocimiento de hechos relevantes dados a conocer en un procedimiento 

de inspección cuyo objeto es la regularización de un periodo anterior [...]".  

El problema jurídico que subyace en ella es el de interpretar jurídicamente el artículo 27.1 de la Ley General 

Tributaria, que lleva como rúbrica, expresivamente, la de "recargos por declaración extemporánea sin 

requerimiento previo", cuyo tenor literal es el siguiente:  

"1. Los recargos por declaración extemporánea son prestaciones accesorias que deben satisfacer los obligados tributarios 
como consecuencia de la presentación de autoliquidaciones o declaraciones fuera de plazo sin requerimiento previo de 
la Administración tributaria.  
A los efectos de este artículo, se considera requerimiento previo cualquier actuación administrativa realizada  con 
conocimiento formal del obligado tributario conducente al reconocimiento, regularización, comprobación, inspección, 
aseguramiento o liquidación de la deuda tributaria". 

Hemos de interpretar, con valor de doctrina jurisprudencial, si puede entenderse como requerimiento, en el 

sentido amplio que define la propia norma, el artículo 27.1 LGT, el hecho de que el contribuyente actúe 

espontáneamente al regularizar de forma extemporánea -circunstancia de la que aquí no se duda- pero 

inducido o estimulado por el hecho de que se sigan frente a él y con su conocimiento otras actuaciones de 

comprobación sobre objeto no idéntico, pero sí conexo o relacionado, sobre periodos distintos del impuesto 

o de figuras tributarias con fundamento los mismos o parecidos hechos.  

Cuestión ya contestada en la sentencia del TS de 19 de noviembre de 2012:  

Debemos responder a la cuestión con interés casacional manifestando que el concepto de requerimiento 

previo ha de entenderse en sentido amplio. Es posible excluir el recargo por presentación extemporánea 

previsto en el artículo 27 LGT cuando, a pesar de no mediar requerimiento previo en sentido estricto, la 

presentación extemporánea de la autoliquidación puede haber sido inducida por el conocimiento de hechos 

relevantes reflejados en un Acta de conformidad relativa a un determinado ejercicio de un Impuesto , suscrita 

con anterioridad a la presentación de dichas autoliquidaciones correspondientes a determinados periodos de 

un ejercicio anterior de mismo impuesto. En esas condiciones se puede considerar que se han realizado 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/51f60bd17eefedaa/20220228
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/28a66970a91cbde8/20121204
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actuaciones administrativas conducentes a la regularización o aseguramiento de la liquidación de la deuda 

tributaria. En cambio, no se excluye dicho recargo cuando las autoliquidaciones extemporáneas se 

presentaron antes de la suscripción del Acta de conformidad en la que se documentan las actuaciones 

inspectoras referidas a un ejercicio anterior".  

 


